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DECISIÓN DE ARCHIVO
PETICIÓN 362-04
CÉSAR AUGUSTO PUERTO NARVÁEZ
MÉXICO
23 de marzo de 2011
 
PRESUNTA VÍCTIMA: 

     César Augusto Puerto Narváez 
 
PETICIONARIO:
César Augusto Puerto Narváez
 
VIOLACIONES ALEGADAS:
El peticionario no hace referencia expresa
 
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 
21 de julio de 2010
 
 
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. El 15 de abril de 2004, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una petición presentada por César Augusto Puerto Narváez, quien solicitó se declare la responsabilidad internacional del Estado de México por presuntos malos tratos y las malas condiciones de vida que estaría padeciendo en una cárcel de máxima seguridad; por limitaciones a su derecho a la asistencia consular; por presuntas irregularidades cometidas en el proceso penal sustanciado en su contra; y por la falta de respuesta a diversas denuncias por él presentadas.
2. El peticionario, ciudadano colombiano y piloto comercial de aviones, alega que en febrero de 2003 fue detenido en el aeropuerto de la ciudad de Aguas Calientes, luego de haber sido coaccionado -alegadamente por “miembros de paramilitares”- a pilotear una aeronave desde Colombia, trasladando una carga cuyo contenido habría desconocido. Informa que fue procesado y condenado por el delito de “introducción de narcóticos” a la pena de 21 años y 3 meses de prisión
.
3. Indica que, desde el momento de su detención, fue trasladado a una cárcel de máxima seguridad, donde, según alega, sería discriminado en razón de su nacionalidad, y sometido a malos tratos. En tal sentido, sostiene que: i) habrían violado su correspondencia personal; ii) habría sufrido limitaciones en la comunicación con su familia; iii) durante las “revisiones” realizadas por oficiales de la penitenciaría, habría sido golpeado en diferentes partes del cuerpo, se habría sentido acosado sexualmente y denigrado; y v) habría sido sancionado injustamente. Adicionalmente, indica que “como primera medida, no ha[brían] dejado entrar a la visita que formalmente tenemos con [el] consulado” y añade que las conversaciones mantenidas con representantes consulares en otras oportunidades, habrían sido realizadas “a través de vidrios y sin contacto más personal”. 
4. Respecto del proceso penal seguido en su contra, afirma que se encontraría viciado por diversas irregularidades. Particularmente, sostiene que, pese a reiteradas solicitudes, no habría tenido acceso al expediente de la causa sino hasta el dictado de la sentencia de condena. Agrega que incluso su consulado habría intervenido a efectos de lograr el acceso a esa documentación, pero que ello también habría resultado infructuoso. 
5. Por otra parte, informa que interpuso una queja ante la Procuraduría General de la República, por presuntas irregularidades cometidas por funcionarios públicos; y una denuncia ante el Ministerio Público, por la violación a su correspondencia. Afirma que no obtuvo respuesta en ninguno de los dos casos. Además, indica que presentó dos denuncias ante la Comisión Nacional de Derechos Humanos, las cuales habrían sido cerradas “inmediatamente” y sin fundamentación.

6. Además, hace referencia a situaciones de carácter general, indicando que habrían revisiones exageradas, torturas físicas y psicológicas, malos tratos y “golpizas” contra los detenidos -algunas ejecutadas ante personal de la Comisión Nacional de Derechos Humanos-; en reiteradas ocasiones los habrían obligado a desnudarse, siendo en algunos casos sometidos a “revisiones” degradantes; sostiene que la población del penal sufre períodos de incomunicación -a través de la interrupción del servicio de correo-, que a veces no les permiten bañarse por prolongados períodos de tiempo; y que “[les] tiran los alimentos desde las rejas”, mal cocinados y sucios.
II. POSICIÓN DEL ESTADO

7. En su respuesta, el Estado mexicano sostiene la inadmisibilidad de la petición, porque el proceso penal seguido en contra de la presunta víctima habría sido sustanciado conforme a derecho. Además, expresa que los presuntos malos tratos recibidos en prisión no habrían sido denunciados ante la jurisdicción interna.  
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
8. La petición fue recibida por la CIDH el 15 de abril de 2004. El peticionario remitió información adicional el 3 de junio de 2005 y el 16 de julio de 2009. El 21 de julio de 2010 fue trasladada al Estado de México, con un plazo de 2 meses para la presentación de observaciones. Luego del otorgamiento de una prórroga, México envió su respuesta el 28 de octubre de 2010.
9. El peticionario remitió información adicional el 21 de septiembre de 2010. El 15 de febrero de 2011, el peticionario informó su decisión de desistir del trámite de su petición ante la CIDH y solicitó confidencialidad de los motivos de tal decisión. 
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
10. De conformidad con el artículo 41 del Reglamento de la CIDH, el peticionario podrá desistir en cualquier momento de su petición o caso, a cuyo efecto deberá manifestarlo por escrito a la Comisión. De acuerdo al citado Reglamento, la manifestación del peticionario será analizada por la Comisión, que podrá archivar la petición o caso si lo estima procedente, proseguir el trámite en interés de proteger un derecho determinado.
11. En aplicación del citado artículo, habiendo la CIDH evaluado los argumentos del peticionario en su solicitud de desistimiento, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� A la fecha de elaboración del presente informe, el peticionario se encuentra cumpliendo la condena.





